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REPÚBLICADE PANAMÁ
ORGAI\O JUDICIAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA TERCERA DE LO CONTENCIOSO, ADMIMSTRAIWO y LABORAL

Panamá, diecisiete (lz) de junio de dos mil diecinueve (20i9).

VISTOS:

El Licenciado Adán A. castillo, actuando en nombre y representación de

t , Jeremías lgnacio Núñez Vega, presentó ante Sala Tercera de la Corte Suprema de

Justicia, demanda Contencioso Administrativa de Plena Jurisdieción para que se

declare nulo, por ilegal, el Decreto N"158-2016 de 5 de diciembre de 20f 6, emitido

por el Procurailor de la Administración, su acto confirmatorio, y para que se hagan

otras decraraciones (fs. 2-g der expediente judiciar).

Dicha demanda fue admitida por el Magistrado Sustanciador mediante

{"-*', Resolución fechada 3 de abril de 2o17, decisión ésta que, en virtud de un recurso

de apelación interpuesto por el Procurador de la Administración, fue confirmada

por el resto de los Magistrados que integran la Sala Tercera a través del Auto

fechado 9 de febrero de 2018 (fs. 19 y 47-53del expediente judicial).

Luego de ello, se continuaron los trámites procesales corespondientes;

encontrándose el presente proceso en estado de resolver el fondo; labor a la cual

se avoca este Tribunal, no sin antes hacer una slntesis de los hechos y el derecho

que fundamentan las pretensiones del demandante, así como la posición que al

respecto tiene el funcionario acusado y quien representa sus intereses, la

Procuradora de la Administración, Encargada.
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l. PRETENSIONES FORMULADAS; HEcHos ouE FUNDAMENTAN LA

DEA'IANDA; NORMAS QUE SE ESTIMAN VIOI.ADAS V CóMO LO HAN

SIDO; ALEGATO DE cONCI-t¡Sót.

La parte actora solicita a este Tribunal que declare nuto, por ilegal, el

Decreto N"158-2016 de 5 de diciembre de 2016, mediante elcualel Procurador de

la Administración dejó sin efecto el nombramiento det Licenciado Jeremías lgnacio

Núñez Vega, en el cargo de Jefe de la Oficina Regional, posición N"104, código de

cargo N"0019090, que ocupaba en la referida entidad priblica; acto administrativo

que, debido a un recurso de reconsideración interpuesto por el prenombrado, fue

confirmado en todas sus partes por la misma autoridad a través de la Resolución

N"DS-OfRH-A21-17-2017 de 23 de enero de2017 (fs.9-11 y 1i2-17 detexpediente

judicial).

Aunado a to anterior, el abogado det recurrente pide a-esta Sala que

declare lo siguiente: "3. (..J sE ORDENE'A LA pRocuRADURlA DE LA

ADMlNIsrRAclÓN se ordene el pago de la indemnización por despido

injustiftcado", y "4. Q¿re se declarc a ta pRocuRADURÍA DE LA

ADMINlsrRActÓN, como rcsponsable de tos daños y perjuicios de mi

repr.esentado, los cuales debe hacer efectivos" (f. 3 del expediente judicial).

Entre los hechos en los que se fundan tales pretensiones, el apoderado

judicial del actor señala, en lo medular, que su representado laboró en la

Procuraduría de la Administración, de manera continua; desde el 1 de agosto de

2001 hasta el 5 de diciembre de 2016, completando un períódo de 15 años y

cuatro meses; por lo que,. a su juicio, estaba amparado por la Ley 127 de 2013,

que establece un régimen de estabilidad laboral para los servidores públicos (f. 3

del expediente judicial).

Continúa indicando, que la actuación de la Procuraduría de la
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Administración le ha causado graves perjuic¡os a su cliente; que no hay

'señalamientos en su contra por manejos irregulares o por incumplimiento de sus

deberes, que por el contrario, en las oficinas donde laboró, los niveles de

cumplimiento de planes operativos fueron exitosos, sin embargo, ello no fue

reconocido por la institución, pues, en su.lugar, lo que se hizo fue atentar contra su

derecho a la estabilidad laboral (f. 4 del expediente judicial).

En razón de lo anterior, el accionante estima que se han violado las

siguientes normas:

1. El artículo 34 de la Ley 38 de 31 de julio de 2OOO, conforme al cual, las

actuaciones administrativas en todas las entidades públicas se efectuarán sin

menoscabo del debido proceso legal, con objetividad y con apego at principio de

estricta legalidad; norma que, según expresa, ha sido violada por la Procuraduria

de la Administración, ya que, aunque se trate de un acto discrecional, el mismo

debió ser motivado; que a pesar de ser un acto sancionatorio, vulneró el debido

proceso, colocándolo en un estado de indefensión; alegando, además, la falta de

objetividad e imparcialidad por parte de la referida entidad pública en su caso (f. 5

del expediente judicial).

: 2. El numeral 1 del artículo 155 de la Ley 38 de 2000, que establece que los

actos que afecten derechos subjetivos serán motivados, con sucinta referencia a

los hechos y el derecho. En su opinión, el quebrantamiento de esta disposición

legal se ha producido, porque el acto administrativo impugnado adolece de la

debida motivación; aparte que, antes de la emisión del mismo, no se le formularon

cargos ni se le permitió ejercer su derecho de defensa (fs, 5-6 del expediente

judicial).

3. Los numerales 31 y 33 det artlculo 201 de la Ley 38 de 2000, en los que

se definen los términos de debido proceso legal y derecho subjetivo. En relación

con el debido proceso legal, argumenta que en este caso la Procuradurfa de la
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Administración actuó sin apego a las normas de infonnalidad, imparcialidad,

uniformidad, economla, celeridad y eficacia; y en cuanto al derecho subjetivo,

afirma que es su decisión, escoger el reintegro o, en su defecto, el pago de una

indemnización (f. 6 det expediente judicial).

4. El artículo 1 de la Ley 127 de 2013, actualmente derogada por la Ley 23

de 2017, que disponfa que los servidores públicos nombrados en forma

permanente o eventua!, con dos años de servicios continuos o más, sin que se

encuentren acreditados en alguna de las carreras que establece el artículo 305 de

la Constitución Política, gozarán de estabilidad laboralen su cargo y no podrán ser

despedidos sin que medie alguna causa justificada prevista por la ley y según las

formalidades de ésta, a los cuales no les será aplicable la discrecionalidad de libre

nombramiento y remoción. A su juicio, esta norma fue desconocida por la

institución acusada, ya que, al no encontrarse su cliente acreditado en alguna de

las carreras que establece el artículo 305 de la Constitución PolÍtica, el mismo

gozaba de estabilidad laboral y no podía ser despedido sin que mediara causa

justificada y segrin el procedimiento legal establecido (f. 7 del expediente judicial);

5. El artículo 4 de la Ley 127 de 2013, actualmente derogada por la Ley

23 de 2017, que expresaba que los servidores priblicos que sean destituidos de

sus cargos, sin que medie alguna causa justificada de despido prevista por la ley y

según las formalidades de ésta, tendrá derecho a solicitar el reintegro a su cargo

o, en su defecto, el pago de una indemnización, la cual será calculada con base

en ef último salario devengado y conforme a la escala prevista en el artículo 2ZS

del Código de Trabaio, por cada año laborado al servicio del Estado en forma

continua, aunque sean en diferentes entidades del sector público. Al respecto,

alega que la Procuraduría de la Administración nunca lo citó para explicarle el

motivo de su destitución, ni le dio la oportunidad de defenderse, además, reitera

que el acto administrativo impugnado carece de motivación (f. 8 del expediente

judicial).
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II. INFORME

DEIUIANDADO.

CONDUCTA REQUERIDO AL FUNCIONARIO

En la Secretaría de la Sala Tercera se recibió la Nota N"OIRH-OZ4 -2017 de

17 de abril de 2017, contentiva del informe explicativo de conducta rendido por el

Procurador de la Administración, en el cual se explican tas razones de hecho y de

Derecho qúe sustentan el Decreto N"158-2016 de 5 de diciembre de 2¡16,objeto

de reparo, y que desvirtúan los cargos de ilegalidad invocados por la parte actora.

Citemos lo más relevante de ello:

'...a1 examinar las constancias que reposan en el expediente
contentivo de personal del señor JEREMÍAS lGNActo 

'NúñEz
VEGA, se infiere que las actuaciones de esta procurá¿urí; d;;
Administración respecto al demandante, fueron basadas de manera
objetiva con apego. al debido proceso regal contemplado 

"n 
nué"tró

ordenamiento positivo

Las acciones administrativas_aplicadas en la vía gubernativa atseñor
JEREMÍAS tcNActo NUñEZ vEcA, se d-¡"iól ;;;i";r; ;i
principio constitucional que dimana del artículo 307 numeral 3,
asf el artículo 4 numeral4 de ta Ley No:l de 6 de enero de 2009,
qqe instituye la carrera del Ministerio público, respecto de
quiénes forman parte de dicha Carrera.

Que según consta en los archivos de ra oficina Institucional de
Recursos Hum,anos de esta procuraduría, el Licenciado JEREillfAs
lcNAclo l.lÚñez vEGA, no ha inérá'saaó ; ;;¡" l*t¡t"ilO"
mediante ningrin proceso de conéulso, ni ha adquirido la
categoría de servidor de Garrera del Ministerio público.
Adicionalmente,, Itg_f¡qgll gn gt expediente de person"i ñ;-;¡
colaborador tlúñez VEGA al momento de sü desvincülación
padecía de alguna enfermedad crónica, involutiva y/o degenerativa
que le produjera discapacidad taborat, por lo que no se e-ncontraba
amparado a ningún tipo de ley especial que le salvagüardara como
tal.

Dentro del término legal otorgado al señor JEREM|AS lGNAclo
ryúñqz VEGA, para iñterponei ros recursos t"*oiuor á que tenía
derecho, el mismo hizo uso; no obstante, no logró demostrai que era
un funcionario amparado al Régimen de cirrera del Ministerio
Público, toda vez que no presentó ni aportó prueba alguna que
indicara que fue nombrado cumpliendo con el proceso de
reclutamjento exigido por la ley y sus reglamentos, por consiguiente
lo !? adquirido el sktus de servidor amparado al régimen de óanera
del Ministerio Priblico.

...debo indicar que et señor JEREMÍAS rcNAC¡O NúñeZ VEGA,
era un funcionario de confianza y por to tanto de libré
nombramiglto y remoción, por foimár parb del perronal
adscrito al Procurador de la Administración. Lo anterioi es asl,
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por cuanto que éste no gozaba de estabilidad en el cargo y
estaba sujeto en cuanto a su nombramiento y remoción,'" É
facultad discrecional que re atribuye a la autoridad nominadora
de removerlo de su cargo sin que mediara ninguna causa
disciplinaria; o sea, que al estar frenté a la facultad diJcrecional de
nombramiello de un cargo oficial no amparado por una ley de
carrera pública o especial que conc€da entre otros-derechos á oe
estabilidad, el criterio que rige es el de remoción también
discrecional ejercida por 

f a autoridad nominadora

Es importante destacar que en el caso subjridice, la actuación de la
Procuradurfa de la Administración se enmarcó dentro del debido
proc€so |,egal, de manera que no se desatendió en ningtin momento
la garantía de la motivación der acto administrativo, reépetando con
ella el debido proceso administrativo_

Dicho en otras palabras, respecto de la demanda contencioso
administrativa dd ptena jurisbicción se 

"rrpli"il;;-i;;presupuestos de motivación del acto consagrados en la ley,
puesto que en la parte resotutiva der acto acusádo se estabbcíé
de manera clara y precisa Ia justificación de la decisión
adoptada por la institución, donde se sustentó a través de los
elementos fácticos jurÍdicos que ta desvinculación del ahora. demandante no fue producto de Ia imposición de una sanción,
sino de ta facuttad discrecionat iu" ü l"v- iá ;*g;;
precisamente, por ello no fue destituiáo sino qul se oe¡o Éiri
efecto su nombramiento.
...'(fs. 21-23).

III. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA Y ALEGATO DE CONCLUSIÓN

POR LA PROCURADORA DE LA ADMINISTRACIÓN, ENCARGADA.

At respecto, es preciso indicar que, en virtud de una soticitud de calificación

de impedimento legal presentada por el Procurador de la Administración, Doctor

Rigoberto González Montenegro, esta Sala, mediante Resolución fechada 24 de

julio de 2017, declaró legal dicha manifestación de impedimento, por enmarcarse

en fa causaf prevista por el numeral 2 del artlculo 78 de la Ley 135 de 1g43 (fs.24-

26 y 29^31 del expediente judicial).

En virtud de lo anterior y en cumplimiento de lo dispuesto por el numeral 2

del artÍculo 5 de la Ley 38 de 2000, la Procuradora de la Administración,

Encargada, Mónica L Castillo Ariona; remitió a esta Sala la Vista N.367 de 4 de

abrif de 2018, a través de la cual contestó lá demanda Gontencioso Administrativa

IÜt¡
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de Plena Jurisdicción que'motivó et negocio jurídico bajo examen, solicitando a

este Tribunal se sirva declarar que no es ilegal el Decreto N'1SB-2016 de b de

diciembre de 2015, ni su acto confirmatorio y, en consecuencia, se denieguen las

demás pretensiones formuladas por et actor; criterio que, en lo medula¡ sustentó

de la siguiente manera:

"...de la lectura de las constancias procesales se infiere que el
recurrente, Jeremlas lgnacio Núñez vega, no ingresó at servicio
priblico mediante un concurso de mér¡tos, tampoco estab'a
amparado por el régime¡ de Garrera del Ministerio público; ya
que '...formaba parte del personal de secrctarfa inmediatamenlB
adscrito al Procurador de la Administración'

Respalda nuestro criterio, lo dispuesto en el artículo 307 de la
constitución Politica de ra Repúbrica, que enumera el personal
que se encuentra excluido de las carreras públicas...

lá exclus¡ón a la que se refiere er Estatuto Fundamental, también
está contenida en el numerat 4 der artfculo 4 de la Ley I de 200g,
que indica lo siguiente:

ó!lcontenido de las normas citadas, se advierte que eldemandante,
Núñez Vega, no formaba parte der régimen de canera del Ministerio
Priblico; régimen laboral aplicabre ar caso, por consiguiente, carecÍa
de estabilidad en el cargo que ocupaba, por lo que eétaba sujeto, en
cuanto a su remoción, a la potestad de la autoridad nominadóra, a la
que se refiere el numeral 1 del artículo 17 de la Ley 3g de 2000;
norma que establece la facultad discrecional del procurador de la
Administración para nombrar y remover a los funcionarios de dicha
institución.

Gomo complemento a lo descrito en párrafos que anteceden,
tenemos la Resolución DS4b-2016 de ig de febrero de 2016,
vigente al momento que se dieron los hechos; 'por medio de la cuaise reestructuran las oficinas Regionales, se modifica la
nomenclatura de la Dirección de Administración y Finanzas, se crea
la secretaría de Asuntos Municipates, er Departamento de seguridad
y e! Departamento de Derechos Humanos-de la procuraduríá de h
Administració1',.y bajo lo normado en er artícuro 17 (numeral4) de la
Ley 38 de 31 de julio de 2000, que confiere al procurador de la
Administración atribuciones de aprobar Ia organización y
reestructuración interna de esa entidad, se resolvió lo s'íguientel

t...

Artículo Segundo: Se reestructura las Oficinas
Regionales; Gorno Secretarfa provinciales, unidades
ad mi nistrativas adscritas al Despacho Su perior.

Luego de su visualización dicha estructuración instjtucional, nos
permitimos reiterar que las Secretaiías Provinciales (antes Oficinas
Regionales) se encuentran directamente adscritas al DespachoSuperior. l
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P9¡ tal motivo, para desvincular det cargo al citado ex servidor
público no era necesario invocar causat alguna ni el
agotamiento de ningrin trámite o procedimiento de carácter
disciplinario, ya que bastaba con notificarlo de ta resolución
rec_urrida y brindarle la oportunidad de eiercer su derecho dedefensa por medio del corresponáiente recunso de
reconsideración, de allíque los cargos de infracción alegados por el
demandante deben ser desestimados por la sala Tercerá; ya que la
autoridad demandada cymplió a cabatidad con el procedimienio de
rigor y de estricta legalidad, al emitir una resotución debidamente
motivada, la cual fue no-tificada personalmente de manera oportuna,
permitiéndole al accionante hacer uso de todos sus derechos que le
corresponden por ley, agotando con ello la vfa gubernativa.

Por otra parte, tenemos que el arficulo 2 de la Ley g de 20 de junio
de 1994, eue regula la Carrera Administrativa, y tá Ley 43 de iOOg,
que la modifica y adiciona, define claramente a ós servidores
ptiblicos de libre nombramiento y remoción, como aquellos que
trabajan c€mo personal de secretaría, asesoría, asisténcia o'de
servicio inmediatamente adscrito a los servidores priblico que no son
parte de ninguna carrera y que su nombramienio está sujeto a la
confianza de sus superiores y a la pérdida de ésta, poi lo que
pueden ser removidos de su puesto o cargo.

En este orden de ideas, es preciso indicar que Jeremías Nriñez
Vega,. pretende que tiene estabilidad y que lé sea reconocido el
derecho a una indemnización como ex funcionario público
fundamentándose en la Ley 12T de 3r de diciembre de 20i3, hoy
derogada, sin embargo, t-" situación jurídica planteada'noé
permite establecer que la Ley 127 die zolg, sólo era aplicable en
la medida que no exista una normativa específica que reguta la
carrera en la función pública para todos los servidorés del
Ministerio Público. Por consiguiente, podría decirce que la Ley
127 de 31 de diciembre de 2013, es una disposición dó caráctó
general, !o que obliga entoncesi remitirnoi a lo ¿¡spuásto;;i
artículo 14 del Gódigo Givil el cual entre otras cosas manifiesta
qye ula ley especial prevalece sobre una ley de carácter
géneral, situación ésta que nos permfte aplicar ra Ley I de 6 de
enero de 2009, que cóntempla de forma específica o:especial la
normativa relacionada con ta carrera en la lunción púbtica para
todos los funcionarios del Ministerio público

Para concluir, en cuanto a la solicitud que hace el apoderado judicial
de Núñez Vega para que la Sala Tercera declare a A pócdilr;ü
de la Administración como responsable der daño moral que alega le
ha sido ocasionado con motivo de la emisión del acto administátivo
demandado, este Despacho estima que tar petición resulta a todas
luces improcedente, puesto que la determinación de posibles
daños y perjuicios es un etemento caracterfstico de tos
procesos contencioso administrativos de indemnización o
reparación directa y no de los de plena jurisdicción; ya que,

99{orye s9 desprende de to estabtecido en ef artfcuto 42b'dA h Ley
135 de 1943...éstos rittimos, por su naturaleza, sólo estáñ
encaminados a la declaratoria de nulidad de un acto administrativo y
la 

. 
consecu-ente reparación de los derechos subjetivos que sé

estiman lesionados, por lo que mal puede incluirse la reclamación de

i"
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una compensación económ¡ca
..." (fs. 57-63 del expediente judicial).

En su alegato de conclusión, contenido en la Vista N" 831 de 4 de julio de

2018,la Procuradora de la Administración, Encargada, reiteró los argumentos que

dieron sustento a su contestación de la demanda; y al hacer alusión a la actividad

probatoria desplegada en el presente pro@so, anotó que las pruebas aportadas

por el demandante no demuestran que dicha entidad pública; af emitir los actos

acusados, hubiese infringido las normas invocadas; razón por la cual es de la

firme convicción que el mismo no asumió la carga procesal que le impone el

artlculo 784 del Código Judicial, que obliga a quien demanda a acreditar los

hechos que dan sustento a su pretensión (fs. g4-96 del expediente judicial).

ANÁLISIS DE LA SALA TERCERA

una vez cumplido el trámite procesal de rigor, este Tribunal, con

fundamento en la atribución del controlde la legalidad de los actos administrativos

que le otorga el numeral 2 del artlculo 206 de la Constitución Politica de la

Repúbfica, el artículo g7 del Código Judicial, así como el artículo 42b de la Ley

135 de 1943, modificada por la Ley 33 de 1943, procedeÉ a resolver el fondo del

presente pro@so, en aras de determinar si el acto administrativo impugnado, a

saber, el Decreto N"l5g-2016 de 5 de diciembre de 2016, mediante el cual el

Procurador de la Administración dejó sin efecto el nombramiento del Licenciado

Jeremlas lgnacio Nriñez Vega, en el cargo de Jefe de la Oficina Regional que

ocupaba en la referida entidad pública, es violatorio de la Ley, concretamente, de

fos articulos 34, 155 (numerat 1) y 2o1(numerales 31 y 33) de la Ley 3g de 2000,

y fos artículos I y 4 de la Ley 127 de 2013, que son tas disposiciones legates que

la parte actora aduce infringidas.

En ese sentido, tenemos que del análisis de los argumentos en los que el

apoderado judicíal det actor sustenta la vulneración de las normas citadas, se
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infiere que su disconformidad con el acto acusado recae, por una parte, en la

presunta violación al debido proceso, principalmente, por care@r de motivación el

acto acusado y por no permitirle ta Procuraduría de la Administración ejercer su

derecho de defensa; y, por la otra, en la omisión en la cual incurrió esta última al

no reconocerle al demandante la estabilidad laboral en el cargo que le otorgaba la

Ley 127 de 2013.

Msto lo anterior, esta Sala reitera que a través del Decreto N"1Sg-2016 de 5

de diciembre de 2016, que es el acto administrativo impugnado, el procurador de

la Administración dejó sin efecto el nombramiento del Licenciado Jeremlas lgnacio

Núñez Vega en el cargo de Jefe de la oficina Regional que ocupaba en esa

entidad pública, con fundamento en lo siguiente:

Que segrin consta en los archivos de la Oficina Institucionat de
Recursos Humanos de esta Procuraduria, ei iicenc¡áoo JeheultÁé
lGNAclo NúñEz VEGA, no ha ingresado a esta Institución
mediante ningrin proceso de conculso, ni ha adquirido la
cabgoría de.servidor de Garrera del Ministerio prlblico.

Que et ticenciado JEREMÍAS IGNActo NtlñEz VEGA, actualmente
labora en la secretarfa provinciar de coclé, quien 

" 
rú u"i téúrta

de manera 9ifgt" al Despacho superior y,'no forma par{e'¿" l"
Carrcra del: Minisüerio público.

Que en los numerales I y 3 der arficulo 307 de la Gonstitución
Política de ta Repúbrica dL panamá, se disponeró 

"¡gr¡énlL;
'Artícuto 307. No forman parte de tas carreras púbricas:

3. El personal de secretaría y de servicio
inmediatamente adscrito a los servidoies pUUl¡"* qué
no formari parte de ninguna carrera...' ' - a---

Que según lo dispuesto en el artículo 4, numeral 4 de la Ley No. {
de 6 de enero de 2009, que instituye ta carrera del Ministerio
Públicó, se establece que:

'Artículo 4. Servidores excluidos de la Carrera det
Ministerio Público. No forman parte de la Carrera del
Ministerio Público: :

;. El personal de secretaría y de servicio
inmediatamente adscrito a los servidores públicos que
no forman parte de la Canera.

;iiqla:Aaldq,qqÉ¡jlJti;Í::.8
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Estos servidores priblicos serán de libre nombramiento
y remoción de la autoridad nominadora, pero tendrán
derecho a que se tome en cuenta ertiempo de servicio
si desearan aspirar a cargos por concurso.

Que el artículo 17, numeral I de la Ley 3g de 3l de julio de 2000,
dispone que:

'Artfculo 17. La procuradora o el procurador de la
Adm in istración tend rán las siguientes atribuciones:

1. Fijar los salarios y emolumentos, nombrar, remover,
trasladar, ascender y aplicar sanciones disciprinarias
conforme a la ley y los reglamentos que se expiden al
respecto...

Adicionalmente, no_consta en er expediente de perconal que el
cotaborador JEREMÍAS teNActo rrruñez vEGÁpab.z"" de á[una
enfermedad cÉnica, involutiva y/o degenerativa que le prodizca
discapacidad laboral.

Que de acuerdo a lo establecido en la Gonstitución Politica de la
República d9 lana¡ná y en Ia Ley N9._l de 6 de enero de 2009, el
licenciado JEREMIAS tGNActo túñez VEGA es un serviáor
público de libre nombramiento y remoción" (fs. g-11).

Como se observa, en el acto administrativo impugnado se le informaron al

hoy recurrente las razones de hecho y de Derecho que sustentaron la decisión de

dejar sin efecto su nombramiento en el cargo que, en ese momento, ocupaba en

la Procuraduría de la Administración; por lo que contrario a lo ategado por su

apoderado judicial, no constata esta Sala que el mismo carezca de motivación,

entendiéndose ésta como uno de los elementos esenciales de todo acto

administrativo, es decil la comprensión del conjunto de factores de hecho y de

derecho que fundamentan la decisión, segrin lo establece el numeral 1 del artículo

201 de la Ley 38 de 2000, que define ertérnino de acto administrativo.

Al respecto, Fernando Garrido Falla nos dice que por motivación del acto

administrativo:debe entenderse la exposición de las razones que han conducido a

la Administración a tomar el acuerdo en que el acto consiste; lo que, como hemos

visto, fue satisfecho en este caso por la entidad pública demandada (GARRIDO

FALLA, Fernando. Tratado de Derecho Administrativo, vl., 13era, España,

Editorial Tecnos, Grupo Anaya, S.A., 2002).

11
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En Sentencia de 30 de enero de 2009, la Sala Tercera de la Corte Suprema

de Justicia hizo referenc¡a a varias citas doctrinates relativas a ta motivación de los

actos administrativos. Veamos:

"En este marco de referencia, Ia motivación de un acto
administrativo debe señarar los presupuestos de hechos, posióüñ
ésta concordante con la doctrina, ia 

"ráiñá-réá"l"oo,
'Motivar un acto administrativo es reconducir la decisión
que en el mismo se contiene a una regla de derecho
que autoriza tar decisión o de cuya aplicación surge.
Por ello motivar un acto obliga " n¡ar, en prirñer
término, los hechos de cuya cónsideia"iOn,é p"rt"y a incluir tales hechos en el supuesto de una
norma juridica; y, en segundo lugar, a razonar como
tal nonna juridica impone ta lesolución que se
ldopfa 9n,ta parte diépositiva del acto.' (E'duardo
Garcla de Enterría y TOmás Ramón Fernándei; ,Curso
de Derecho Administrativo', Tomo l, Editorial Civitas,
Madrid, 1997, p. 556.)...

'....La Motivación o fundamentación de la decisión es
una declaración de cuáres son ras circunstancias
de hecho y dederechoque han ilevado a la
emanación der acto (16), y está contenida dentro de lo
usualmente se denomina; los considerandos (17).
Constituye, por lo tanto, los presupuestos o razones
del acto, su fundamentación fáctica y,jurfdica conque la Administración entiende sostener la
legitimidad y oportunidád 0""ü ¿""i=¡On.

....La Motivación expresará sucintamente lo que resulte
delexpediente, ras razones que inducen a emitir er actoy.si impusieren o declararen obligaciones para el
administrado el fundamento de derecho. La moiivación
no puede consistir en la remisión a propuestas,
dictámenes o resoluciones previas.' (Dromi, iioberto,
'El Procedimiento Administiativo', tmprenia Faresó
S.A., 1999, ciudad deArgentina. pág. Zd:ll¡..."

En atención a las razones expuestas, este Tribunal desestima los

argumentos que giran en torno'a la falta de motivación del acto administrativo

impugnado y a la violación del debido proceso legal que presuntamente se

derivaba de ello; por to que determina que no se ha producido la infraccién de los

artículos 34, 155 (numeral 1) y numeral 31 del artículo 201 de la Ley 38 de 2000.

Veamos ahora cuál era el estatus laboral det Licenciado Jeremías Nriñez

t
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Vega, al momento en que la Procuraduría de la Administración dejó sin efec.to su

nombramiento en el cargo de Jefe de la OJicina Regional.

Al revisar el caudal probatorio incorporado al presente proceso, se advierte,

fa Acción de Personal N'020-2012 fechada 20 de enero de 2O12,,a nombre del

Licenciado Núñez Vega, cargo de Abogado l, Oficina Regional de Chitré, posición

N" 104, en la cualse indica lo siguiente:

"Que medialt^e,lev_de presupuesto 74 de 11 de octubre de 2011 para
la vigencia 2012, Ministerio de Economía y Finanzas ha aprobado
modificación a la Estructura de puesto oé a procuraduría de la
Administración. Dicha modificación invotucra 

"i-;rb¡;-; ¡;
denominacién 

. de cargos, de acuerdo a las funciones tresponsabilidad asignadas alfuncionario que to ocupa.

Por lo antes expuesto, le notifica que su nuevo cargo es de Jefe de
la Oficina Regional." (f. g3 delantecedente).

lgualmente, se aprecia la Resolución N'209-2015 de 5 de octubre de 2015,

dictada por la Procuradurfa de la Administración, mediante la cual se resolvió

trasladar al Licenciado Nriñez Vega, quien ocupaba el cargo de Jefe de la Of6na

Regional, posición N"104, en la Oficina Regional de Herrera, a la Oficina Regional

de coclé, con la misma posición, cargo y salario (f. g2 del antecedente).

Posteriormente, la referida entidad priblica emitió la Resolución N"DS.4S-

2016 de 18 de febrero de 2016, mediante ta cual se resolvió to que a seguidas se

copra:

"ARTfcuLo pRlMERo: Reestructurar las oficinas Regionales,
modificar la nomenclatura de ra Dirección de Administiación ¡¡Finanzas, crear la secretaría de Asuntos Municipales, á
Departamento de seguridad y er Departamento de 

'Derechos

Humanos.

ARTfcuLo SEGUNDO: se reestructuran las oficinas Regionales,
como secretarias Provinciares, unidades adminiltrativas
adscritas al Despacho Superior.

Las principales funciones de las Secretarlas Provinciales son las
siguientes:

. Representar a la Procuraduría de la Administración y ejecutar susplanes, programas y proyectos en el ámbito píovincial y
comarcal.

l3
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Absolver en el marco de la Ley orgánica de la tnstitución tas
consultas de carácter legal que formulan tos servidores públicos
administrativos de las instituciones a nivel provincial, municipal y
comarcal.
Brindar orientación ciudadana según ro establecido en la Ley
Orgánica de la Institución.
Promover en Ias provincias, distritos y comarcas los programas de
mediación, capacitación y ética 'de la procuraduríá de la
Administración.

ARTlcuLo oÉcluto: Esta resolución entrará a regir a partir de su
firma.
.,. " (ft. 65-67 del expediente judicial).

De lo anterior, se deqprende con claridad que al msmento de emitirse el

Decreto N"'158-2016 de 5 de diciembre de 2016, acusado de ilegal, el Licenciado

Jeremias lgnacio Núñez Vega, ocupaba el cargo de Jefe de la gficina Regional,

mismo que, por disposición expresa de la Resolución N"DS-4S-2016 de lg de

febrero de 2016, estaba adscrito al Despacho Superior; raz6n por la cualel m¡smo

no formaba parte de carrera pública alguna, tal como lo dispone el numeral 3 del

artlculo 307 de la Constitución Polltica de la República, que en lo pertinente dice

así:

'Artículo 307. No forman parte de las carreras públicas:

3. El personal de secretaría y de servicio inmediatamente adscrito a
los servidores públicos que no forman parte de ninguna carrera.
...tt.

La norma citada debe ser analizada en concordancia con los numerales 1 y

4 def artlcufo 4 de la Ley 1 de 6 de enero de 200g "eue instituye la Ca¡te,ra del

Ministerío Público y deroga y subroga disposiciones del Código Judicial", que

establecen lo siguiente:

"Artículo 4. Servidores excluidos de la Garrera det Ministerio Priblico.
No forman parte de la Carrera del Ministerio prlblico:

1. El Procurador o la Procuradora General de la Nación y el
Procurador o la Procuradora de la Administración.

4. El personal de secrelaría y de servicio inmediatamente adscrito a
los servidores ptiblicos que no fórmen parte de la carrera. Estos
servidores públicos serán de libre nombramiento y remoción de la
autoridad norninadora, pero tendrán derecho a que se tome en
cuenta el tiempo de servicio si desearan aspirar a cargos. por

if.'
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concurso.

Aunado a lo anterior, es dable anotar que de conformidad con to establecido

en los numerales 16 y 30 del artículo 7 de la Ley 1 de 2009, por el término

estabilidad debe entenderse: "Condición que obtiene el seruidor púbtico mediante

concurco de mérito suieta a la competencia, lealtad, moralidad y cumptimiento de

debetes", y por el de servidor público de carrera: "petsona que ingrese a Ia

Canera det Min.isterio Público, oumpliendo con los regur.sifos y el procedimiento

establecido en la presente Ley, y que no esté exprcsamente excluido de ella porla

Constitución Política o /as leyes'.

Sin embargo, esta Colegiatura no advierte entre las pruebas que reposan

en los expedientes de personaf y judicial, que el Licenciado Nriñez Vega haya

ingresado a la Carrera del Ministerio Priblico, cumpliendo con los requisitos y el

procedimiento establecido en los artículos 14 y 15 de la Ley 1 de 200g, por lo que

resulta claro que el mismo no era un servidor público de carrera.

Lo anterior, no hace más que reafirmar el criterio que el hoy recunente no

gozaba de estabilidad en el cargo de Jefé de la Oficina Regional que ocupaba al

momento en que la Procuraduría de la Administración decidió dejar sin efecto su

nombramiento, siendo entonces un funcionario de libre nombramiento y remoción,

sujeto a la facultad discrecional de la autoridad nominadora, que en este caso es

el Procurador de la Administración, quien en atención a lo dispuesto por et numeral

1 del artículo 17 de la Ley 38 de 2000, tiene entre sus atribuciones, la de remover

al personal a su cargo.

Por consiguiente, no era necesario que el Licenciado Núñez Vega incurriera '

en Ia comisión de una falta o una prohibición comprobada en el curso de un

procedimiento disciplinario, para que la entidad prlblica demandada pudiera dejar

sin efecto su nombramiento. Es importante aclarar que la decisión adoptada por la

15
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Administración no fue la de sancionar disciplinariamente al funcionario con la

destitución, como medida de carácter administrativo que se impone a un servidor

público por la comisión de una o más faltas o prohibiciones (numeral 2g del

artículo 7 de la Ley 1 de 2009), sino la de dejar sin efecto su nombramiento en el

cargo de Jefe de la Oficina Regional, alser un funcionario de libre nombramiento y

remoción, sujeto a la facultad discrecionalde la autoridad nominadora

En consecuencia, se equivoca el abogado del recurrente cuando

argumenta que este último no pudo ejercer su derecho de defensa, en ef sentido

de presentar descargos, pruebas y alegatos, puesto que tales fases son propias

de un procedimiento disciplinario y en este caso, reiteramos, ta desvinculación de

la Administración Pública del Licenciado Nriñez Vega, no fue producto de un

procedimiento disciplinario, sino de la facultad discrecional de la autoridad

nominadora, altratarse de un funcionario de libre nombramiento y remoción.

Dicho ejercicio de defensa, como elemento integrante delderecho aldebido

proceso legal, fue garantizado por la institución acusada al informar al servidor

ptiblico en el acto administrativo impugnado, el rect¡rso que podfa interponer en

contra del mismo y el término que tenía para ello (f. 10 del expediente judiciál),

oportunidad que el accionante aprovechó y que la entidad prlblica demandada

atendió af dictar la Resotución N' DS-OIRH-021-17-2017 de 23 de enero de 2017,

la cual, al igual que el acto principal, se encuentra to suficientemente motivada (fs.

12-17 del expediente judicial), por lo que en tal sentido, también descartamos la

presunta violación al debido proceso, por restricción al ejercicio del derecho'de

defensa, consagrado en el artículo 34 y 201(numeral 31) de la Ley 3g de 2000.

Por otra parte, este Tribunal igualmente desestima r él invocado

quebrantamiento de los artículos 1 y 4 de la Ley 127 de 2013, actuatmente

¡?lrtt+:r+e*:i;i4:y{ífifir.¡t!i.¡(ri!É?sei'!:{i:i¡&i!¡+ia,:
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derogada por la Ley 23 de 2017, por no resultar aplicables al caso en estudio

Si bien es cierto que la Ley 127 de 2013 establecía un régimen de

estabilidad laboral para los servidores públicos, con dos años de servicios

continuos o más, sin que se encontraran acreditados en atguna de las carreras

que establece el articulo 305 de la Constitución Política de la República, no

siéndoles aplicables la discrecionalidad de libre nombramiento y remoción, no lo

es menoa que los funcionarios del Ministerio Friblico, entre los cuales se

encuentran los de ta Procuraduría de la Administración, se rigen por una ley

especial, que es la Ley I de 2009, que instituye.la Garrera del Ministerio

. Público, la cual establece los requisitos y el procedimiento para ingresar a la

misma (artículos 14y 15 de la Ley 1 de 2009)

Así lo indicó este Tribunal en Sentencia de 24 de agosto de 2016, bajo la

ponencia del Magistrado Abel Zamorano:

"Anterior al análisis requerido, debemos esclarecer la norma aplicable al caso,
frente al derecho de estabilidad invocado.por 11 parte actora, ioda uo qré-tá
misma alega que ostenta este tuero especial'por disposición de É ey tZiá{iyñ,
que establece un régimen de estabilidad hbórd para los servidoreé ptlblicos, que
cuenten con más de dos (2) años de servicios como parte Oá la 

"nt¡dáOdemandada, no obstante, ios funcionarios que perterilcán 
"t lr¡¡"ilii"t¡i

Ptúblico se rigen p91 la ley I de 2009, que lnsthuyó h carrera det Ministerio
Público; ley especiat que dispone ¡a iorha 

"n 
qué 

"u¡ 
rát"ioot* lJüir-¡liJi

9|- {erecho a la estabilidad. Razón por la cuat ño ee apticabte ta lev iii oá
2013... ".

lgual criterio se rnantuvo en la Sentencia de 2 de septiembre de 2016, bajo

la ponencia del Magistrado Cecilio Cedalise:

"Corresponde examinar a la Sala la legalidad de la Resolución N"1730 de 27 de
octubre de 2015, emitida por la Procuraduría General de la Nación por meOio deia
cual resolvió remover del cargo que ocupaba la demandante tenienbo en cr"nt" iá
normativa aplicable al caso, en este sentido debemos aclarar que a pesar'Oe que
la misma ley que ostenta un fuero especial por disposición de lá teylg¿t ae2éii,
que.otorga e-stabilidad laboral para los servidores priblicos que cuénten con más
de dos (2) años de servicios como parte de la entidad demándada, no o¡étaniá
loe funcionarios que pertenecen al Ministerio Púbtico se rigen pór A Láli ¿á
?0q9' que instituye la Carrera del Minieterio públlco, üy especiat que regula
la forma en que sus servidores adquiercn el dereahb i ¡a esta¡¡¡¡daA; ráOnpor la cual no resulta aplicable al caso baio análisis las normas coniéni¿at
:l_!_L"v 39 de 2013, modificada_ por ra Ley r2r de 2013, y por ende, tampocoprosperan los cargos de viotación endilgados contra'los'artícutos i y 6 ile'la
citada Ley 39 de 2013.'

¡tensión fonnulada por la

parte ac,tora cons¡stente en que: '... sE oRDENE A LA +R}1IJRA,DIJR¡A DE LA

f
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ADMlNlsrRAclóN se o¡dene er pago de ra indemnización por despido

iniustificado', ya que la misma se deriva de la supuesta violaeión delartículo 4 de

la Ley 127 de 2}13,que modificó el artículo 2 de la Ley 39 de 2¡lg,norrnas éstas

que' como hemos visto,,no le eran 'aplicables al Licenciado Jeremías lgnacio

Núñez Vega, por encontrarse regulado en una ley especial (Ley 1 de 200g) lo

relativo a la administración del recurso humano de los funcionarios det Ministerio

Priblico.

Finalmente, cabe señalar que la última de las declaraciones que el

accionante solicita a la Sala Tercera, a saber, '...eue se declaire a la

PROCURADURíA DE LA ADMINISTRACIÓN, COMO TSPONSAb IE dE IOS dAñOS Y

periuicios de mi representado, los cuales debe hacer e:fectivos", también será

negada, puesto que, además de carecer de sustento, tal solicitud no pudiera ser

reconocida en el marco de un proceso contencioóo administrativo de plena

jurisdicción, como el que ocupa nuestra atención, en el que sólo puede obtenerse

la declaratoria de nulidad del acto y et restablecimiento del derecho subjetivo

lesionado, según lo ha indicado este Tribunal en varias resoluciones judiciales,

entre éstas, la sentencia de 4 de octubre de 2016, cuyá parte medular dice así:

"En virtud de lo expuesto, esta superioridad no procede entrar
a evaluar el resto de las pretensiones contenidas en lá demanda'contencioso administrativa de plena jurisdicción 

"n "u"rtion, 
t"l

com.g_ lo.estabtece et artícuto 
'42b 

dá a r-éy r.ro. i3s de 1943
mgd!ficada por la Ley No. 33 de 1946 que ¡na¡¿a que la acción
entablada por la parte actora, sólo tiené por objetó reparar los
derechos subjetivos resionados a un particudr comó ó.ouit¿ üe u¡
acto admitido por la Administración pública.

Aunado a lo anterior, es menester destacar que la pretensión
de indemnización señalada por el petente corresponde a'un recurso
legal distinto al de plena jurisdiición qu" pudde 

"". "l"r"r"niéreclamado a través de la vía correspondiente.';

Así las cosas, del caudal probatorio incorporado al presente proceso esta

Colegiatura no constata que con la decisión de dejar sin efecto el nombramiento

del Licenciado Jeremías lgnacio Núñez Vega en el cargo de Jefe de Oficina

l8

á'¡g>-¡Jii&iq:+ii-tEF:*;:s{:3'Eir}ct'*e1+e¡ro.**auif4rsFft¡ jÍüÉui¡irtrgigsf1{4@ii:i,-ñ.,rryi¡ai¡.::?rurd



[ü?

.:l"i

x+,.

Regional que ocupaba en la Procuraduría de la Administración, esta última

hubiese desatendido los preceptos de informalidad, imparcialidad, uniformidad,

economía, celeridad y eficacia, que deben guiar toda actuación administrativa, y/o

hubiese incurrido en violación al debido proceso legal o a la estricta tegalidad,

pues, como hemos visto, el Decreto N'1s8-2016 de s de diciembre de 2016, se

ciñó a las disposiciones constitucionales y legales que regulan la adopción de ese

tipo de medidas. .: 
:

. En vista que no se ha producido la violación de las normas invocadas por la

parte actora en su ¿emanaa,'éste Tribunat procederá a declarar que no es ilegal et

Decreto N'158'2016 de 5 de diciembre de 2l16,objeto de reparo, y desestimará

el resto de las pretensiones formuladas.

PARTE RESOLUTIVA

Por las consideraciones previamente expuestas, la Sala Tercera de la Corte

Suprema de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por

autoridad de la Ley, DECLARA QUE No Es ILEGAL el Decreto N.lsg-2016 de b

de diciembre de 2016, emitido por el Frocurador de ta Administración, ni su acto

confirmatorio y, en consecuencia, NIEGA el resto de las pretensiones formuladas

por Ia parte actora.

NOT|ríquEsE,

\

ABELAUG ZAMORANO

¿*^?,z"Ar/*&-¿ t'

t,
GEDALISE RIQUELME

c

)l
{

MAGIS o MAGISTRADO

s''RAmÓn¡.FÁBREGA s.

RIA D LA SALA TERCERA

T9
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Para notificar a los interesados de lá resolución que antecede,
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ENTRADA NO 201-17
DEMANDA cONTENcIoSo ADMINISTRATIVA DE PLENA JURISDIccIÓN,
TNTERpUESTA _ 

poR EL LtcENctADo noAru cAslLLo, EN
REpRESErurnqó¡rt DE JEREMÍRS ¡elrRcto NuñEz vEGA, pAnR euE sE
DEGLARE NULO, POR ILEGAL, EL DECRETO N'158-20í6 DE 5 DE
DIcIEMBRE DE 2016, EMITIDo PoR LA PRocUDunfR DE LA
ADMINISTRAcIÓN, sU AcTo coNFIRMAToRIo Y PARA QUE SE HAGAN .

OTRAS DECIáRACIONES.

MAcTsTRADo poltÉure: LUts mn¡óu rÁgneon

VOTO RAZONADO DEt MAGISTRADO ABEL AUGUSTO ZAMORANO

Con el debido respeto, si bien'coincido con ta parte resolutiva de la

decisión adoptada por el resto de ta Sala Tercera esta Corporación de Justicia, no

obstante, discrepo con parte de la motivación del fatlo, ya que soy del criterio

que el mismo no debía desconocer la aplicación de la Ley 127 de 2019,

argumentando que la ley de carrera del Ministerio Público contenida en la Ley 1

de 2009, excluye dicha aplicación por ser una ley especial en lo relativo a la

administración del recurso humano del Ministerio Público; :toda vez que dicho

señalamiento no debe ir en perjuicio de derechos adquiridos; Golno lo es el

derecho a la estabilidad laboral por antigüedad en el cargo que le confería una tey

de carácter general establecido en la referida Ley 127 de 2013; situación que es

importante destacár que no ocurre en este caso.

En este sentido, estimo que debió a agregarse.a la parte motiva de ta

decisión de Sala que al señor Jeremías lgnacio Nuñéz Vega, no,le era aplicabe la

Ley 127 de 31 de diciembre de 2013, que establece un nuevo régimen de

estabilidad laboral a los servidores prlblicos, en virtud de que el cargo que

ocupaba cuando fue destituido se énmarca dentro de lo dispuesto en el artfcuto 2

de norma en mención; que es deltenor siguiente:

rArtículo 2. Esta Ley no será aplicable a los servidores públicos
escogidos por elección popular, los ministros y viceministros de
Estado, los directores y subdirectores de entidades autónomas y
semiautónomas, los gerentes y subgerentes de sociedades en las
que el Estado tengJ una participaóión mayoritaria en el capital
acoionario, los administradores y subadministradores de entidades
del Estado, los nombrados poiperiodos fijos establecidos por la
Constitución Polltica o la ley,r los seóretarios generaies o
ejecutivos, el perconalde secretaría y de servicio inmediatamente
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adscritos a los servidores públicos, como ministros y viceministros
de Estado, directores y subdirectores de entidades autónomas y
semiautónomas, los gerentés y subgerentes de sociedades en las
que el Estado tenga una participación mayoritaria en el capital
accionario, el perconal nombrado por consultoría bajo el amparo
de la Ley de contrataciones públicas y de Presupuesto General del
Estado y los servidores públicos que reciban una pensión o
jubilación definitiva delrégimen de seguridad socialo que cuenten
con la densidad de las cuotas y la edad para obtener una pensión
de vejez de la Caja de Seguro Social.

En este aspecto, estimo de lugar señalar que el cargo de Jefe de la Oficina

Regional de Coclé t que era el ocupado por el demandante al momento de su
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destitución, estaba adscrito al Despacho del Procurador de la Administración, por

fo que nuevamente manifiesto que no le era aplicable la ley 127 d;e 2019, razón

por la cual, no mantenla la estabilidad laboral alegada.

Por riltimo debo reiterar que, la exclusión del funcionario de la ley que

invooa que le otorgaba el derecho a la estabilidad, debió ser desarrollada en ta

Sentencia det caso, ya que la ley especial del Ministerio Público no puede

desconocer derechos adquiridos que se encuentren consagrados en la ley.

En base a lo antes expuesto, presento miVOTO RAZONADO.

Fecha ut supra.

b

ü=*

ABEL AU TO ZAMORANO

ROSAS
cretar¡a


